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A modo de justificación: del rechazo de la política a la recuperación ciudadana


			 

			 

			 

			 

			FATIGA y censura ciudadana de la política. Éste es el punto de arranque de las páginas que siguen. La política democrática recibe hoy de los ciudadanos una acogida que combina el desinterés con el rechazo. Lejos, pues, de recibir la adhesión popular que correspondería a un sistema político autodefinido como «poder del pueblo», la política provoca su disgusto. Convertido en indignación, el rechazo por la política ha llevado a unos cuantos miles de ciudadanos a ocupar calles y plazas, con eco resonante en los medios de comunicación.

			¿Cómo se explica esta reacción tan hostil hacia la política y los políticos? ¿Qué hay de fundado en los motivos de esta actitud negativa? ¿Qué efectos perjudiciales puede tener sobre la conservación misma de la democracia? Si los tiene, ¿hay remedios disponibles para contrarrestarlos? Son los interrogantes que se han planteado los autores de estas páginas. Vinculados al departamento de ciencia política de la Universitat Autònoma de Barcelona, su ocupación como profesionales del estudio de la política y de las políticas les enfrenta inevitablemente a tales preguntas. No disponen de respuestas concluyentes. Sin embargo y por una vez, han decidido abandonar el relativo esoterismo de sus publicaciones académicas para participar en el debate general. No creen que su contribución sea de mayor calidad que la de otros conciudadanos. O que con ella consigan resolver de una vez todas las dudas. Entienden, con todo, que tampoco tienen derecho a privarles de sus opiniones. Podrían hacerlo amparándose en la pretendida neutralidad de la tarea científica o refugiándose en el temor al riesgo que comporta saltar al ruedo del debate cotidiano. 

			No lo hacen. Han decidido superar sus reservas a la vista de la crítica severa y persistente que reciben hoy la política en general y la política democrática en particular. Para ello han redactado las notas que siguen sobre algunos tópicos y lugares comunes que caracterizan la polémica cotidiana sobre la política. Cada uno de los autores suscribe su colaboración y no se hace responsable de la totalidad. Lo que sí comparten es la convicción de que una democracia de calidad requiere la adhesión activa —y no sólo resignada— de quienes son sus protagonistas principales: los ciudadanos. A ellos van destinadas estas páginas.

			 

			 

			La baja cotización social de la política

			 

			Está claro que la política democrática cotiza hoy a la baja. La reputación social de la política es escasa cuando se la compara con la que se atribuye a otras actividades: profesionales, empresariales, científicas. Menos todavía resiste el contraste con la seducción colectiva que provocan las hazañas deportivas o los espectáculos de masas. No es necesario analizar encuestas de opinión. Es suficiente exponerse a programas de televisión y de radio o explorar los comentarios que circulan en las redes sociales. En lo más cercano, basta prestar oído a las reacciones que provocan las referencias a la política y a los políticos en la mayoría de las conversaciones entabladas en medios laborales, familiares o de amistad. Otros asuntos generan discrepancia y discusión. En cambio, suele haber un amplio consenso para referirse en términos negativos a la política y a quienes se ocupan de ella, ya sea en calidad de políticos electivos, ya sea como empleados públicos.

			Son términos negativos que van desde una desencantada insatisfacción hasta la censura más indignada. Desinterés, indiferencia, desengaño, superfluidad, incompetencia, farsa, despilfarro, mentira, corrupción: son las dudosas compañías asociadas a la política. Aparece raramente la relación honorable de la política con el interés general, el servicio público, el bien común, la justicia social o la abnegación personal. 

			Este veredicto condenatorio que la práctica política suele recibir no es exclusivo de nuestro país. Otras sociedades juzgan también con severidad la acción de sus políticos y de sus funcionarios. En democracias antiguas y en democracias más recientes. ¿Hay motivos para justificar el mal papel que la opinión pública atribuye a la práctica política? Los hay, sin duda. De otro modo, no se entendería la intensidad y la extensión de los reproches que la política democrática recibe en tantas sociedades. 

			Menos claro está el fundamento de tales motivos. ¿Se amparan siempre en datos objetivos y demostrables? ¿Responden, por el contrario, a percepciones subjetivas poco acordes con la realidad? ¿Son el resultado de manipulaciones ideológicas interesadas? ¿Se deben a la versión deformada que dan de la política determinados medios de comunicación? Son interrogantes que la investigación aplicada a la política se esfuerza por responder. A veces, obtiene conclusiones consistentes. En otros casos, no consigue resultados definitivos. A todo ello se referirán las páginas que siguen.

			 

			 

			El ciudadano: entre el ideal y la realidad 

			 

			Esta valoración negativa de la política alcanza a gran parte de los ciudadanos en las democracias contemporáneas. Pero no del mismo modo. Se han hecho esfuerzos por identificar diversos perfiles ciudadanos. No suelen coincidir con el arquetipo de un ciudadano modélico siempre atento a la cosa pública y dispuesto a prestar su colaboración en las decisiones de interés general que afectan a su comunidad. Los ciudadanos reales raramente se definen por estas características. Abundan, en primer término, quienes se marginan más o menos voluntariamente de todo contacto con la política, indiferentes a sus vicisitudes y a sus efectos. Junto a ellos, se situarían los resignados que aceptan pasivamente o a regañadientes lo que se les ofrece porque no conciben ni disponen de una alternativa mejor. 

			Pero también aparecen quienes no se conforman con el statu quo y expresan su rechazo de dos maneras. Por un lado, se sitúan quienes procuran modificar «desde dentro» este estado de cosas, adoptando iniciativas reformistas de mayor o menor radicalidad. Por otro lado, se distingue la actitud de los que dan por incorregible la política democrática tal como hoy se presenta y se esfuerzan por construir escenarios y modos alternativos de acción política. En el fenómeno de los «indignados» de los últimos meses se expresa esta combinación de rechazo radical de la política existente con un tanteo voluntarioso por explorar nuevas fórmulas. 

			Resignados, marginados, reformistas y alternativos constituirían, pues, cuatro grandes tipos ciudadanos en las democracias actuales. Según los observadores, marginados y resignados agruparían el gran grueso de la ciudadanía mientras que reformistas y alternativos formarían sendas minorías. Está claro además que se trata de cuatro perfiles esquemáticos que no consiguen reflejar todos los matices de las situaciones reales en las que suelen predominar los ciudadanos «híbridos». Es decir, los que según circunstancias personales o colectivas se identifican con uno y otro de los perfiles descritos o con una combinación de los mismos. Es esta diversidad de perfiles escorado hacia el desinterés y la indiferencia la que puebla el paisaje de las democracias actuales. 

			 

			 

			¿Es sostenible una democracia con débil adhesión ciudadana?

			 

			¿Cómo juzgar este panorama? ¿Cabe extraer alguna conclusión sobre sus eventuales consecuencias para el funcionamiento del sistema democrático? ¿En qué medida favorece o perjudica su consolidación? La respuesta dependerá de la idea de democracia que cada uno suscribe. Democracia es uno de los conceptos más discutidos del vocabulario político. Para simplificar un material teórico ingente, cabe contemplar la democracia desde dos puntos de vista que valoran de manera diferente la situación actual. 

			Puede entenderse el sistema democrático como una competición entre elites gobernantes que se someten periódicamente al juicio electoral. En este caso, la existencia de sectores que se inhiben no representaría un gran problema. Tampoco lo sería la existencia de colectivos críticos que se esfuerzan por corregir las principales deficiencias del sistema. Indiferentes, resignados y reformistas aceptarían —por pasiva o por activa— la continuidad del actual sistema democrático sin ponerlo en tela de juicio.

			¿Qué ocurre, en cambio, cuando se opta por una versión más exigente de la democracia? Cuando se denuncia el abandono del gobierno en manos de las elites y se reclama una intervención directa de los ciudadanos en la dirección de los asuntos públicos, un sistema democrático infectado por actitudes de desinterés, desencanto o repulsa ni se justifica ni se mantiene. Se despierta entonces la inquietud por la solidez de un modo de gobierno cuya continuidad nadie puede dar por descontada tal como nos enseña más de una experiencia histórica. 

			Desde esta visión más exigente, el gobierno democrático debe estar en manos de los ciudadanos. Ellos han de ser sus valedores principales. Si dejan de serlo, ponen en riesgo la continuidad del sistema democrático. Porque «el gobierno es como todas las cosas del mundo: hay que amarlo para conservarlo. Nunca se ha oído decir que los monarcas no amen la monarquía. O que los déspotas odien el despotismo» (Montesquieu). Del mismo modo, si los ciudadanos no sienten aprecio por el sistema de gobierno del que son responsables, no está nada claro que puedan conservarlo. Porque es muy vulnerable el sistema político que no cuenta con el compromiso convencido de los presuntos titulares del poder, en este caso, de los mismos ciudadanos.

			 

			 

			¿Sacrificar la democracia para «salir» de la crisis económica? 

			 

			Pero la fragilidad de la democracia no sólo resulta de una escasa convicción de los ciudadanos. La está haciendo más frágil la actual crisis económica del mundo que calificamos como desarrollado. En las democracias occidentales, parece haber llegado a su fin la tregua entre capitalismo y democracia que se «firmó» después de la Segunda Guerra Mundial y que se prolongó hasta la década de los noventa del pasado siglo. El resultado de esta tregua se había traducido en la aceptación de una «economía social de mercado» combinada con un repertorio de derechos sociales garantizados por el «estado del bienestar». No es el lugar para intentar una explicación de por qué entró en crisis esta delicada transacción. Se sigue y se seguirá debatiendo sobre ello. 

			Lo que importa aquí es advertir de qué manera se plantea ahora la «salida de la crisis». Porque predomina la idea de que uno de los factores determinantes del fracaso económico de las democracias occidentales ha sido precisamente un «exceso de política» o, más exactamente, de «política democrática». La política adecuada para superar la crisis debería pasar —según esta interpretación— por corregir los acentos democratizadores que habían caracterizado la situación anterior. Para ello, sería necesario hacer «marcha atrás»: menor regulación pública de la actividad empresarial, recortes en el reconocimiento de derechos y prestaciones sociales, reducción de las cargas impositivas de carácter redistributivo, menor protección del estatuto de los trabajadores asalariados, etc. Pero también en el ámbito político-institucional se percibe una dinámica de «des-democratización», cuando determinadas atribuciones políticas se alejan de la intervención ciudadana y se ponen en manos de autoridades no electivas —tribunales, agencias independientes, bancos centrales, etc. 

			A todo esto se suma la constatación de que el estado no es ya el ámbito de decisión eficiente porque ha sido desbordado por relaciones económicas, tecnológicas y culturales que tienen un alcance supraestatal. Han de ser, por tanto, organismos supraestatales los que adopten las resoluciones pertinentes: la Unión Europea, el G-20, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OMC, etc. Pero estos organismos supraestatales se alejan todavía más de una razonable intervención ciudadana y presentan déficits notorios de legitimidad democrática. Cuanto más poder adquieren, mayor «des-democratización» experimenta la política. Desde esta perspectiva, sólo sería posible «salir de la crisis» reduciendo o eliminando las dosis de democracia que trabajosamente habían incorporado los sistemas políticos estatales. En términos más crudos, habría que cerrar definitivamente el «paréntesis democrático» (Crouch) del que se habían beneficiado algunos países avanzados entre 1945 y 1975. 

			 

			 

			Depurar la crítica a la política democrática 

			 

			¿Es, pues, inevitable abandonar cualquier versión exigente de la democracia y resignarse a la involución que significa un minimalismo democrático recomendado por algunos de manera más o menos descarada? No es ésta la posición de los autores de estas notas. Creen irrenunciable el empeño por avanzar hacia un sistema político que progrese en el reconocimiento de la libertad y la igualdad de todos los ciudadanos. 

			Por esta razón entienden que una descalificación insistente y generalizada de sus modos, instituciones y actores principales acaba debilitando todavía más la viabilidad misma de la democracia. A primera vista, parecería útil un juicio severo sobre los defectos del sistema con el propósito decidido de conseguir su corrección. Pero esta insistencia en denunciar y corregir no debe errar sus objetivos. Es necesario apuntar con rigor y no a voleo. Las descalificaciones indiscriminadas erosionan la credibilidad del propio ideal. Y se hacen estériles si no identifican de forma más precisa lo que realmente requiere corrección y no señalan cómo aplicarla. 

			Conviene, pues, examinar críticamente los tópicos que circulan habitualmente cuando se habla de política: en las conversaciones familiares, en los comentarios entre compañeros de trabajo, en las tertulias mediáticas o en los llamados «artículos de opinión». Hay que discernir lo que en dichos tópicos hay de fundado y lo que tienen de falso o gratuito. De no hacerlo, el posible efecto renovador de la denuncia acaba desvaneciéndose en el griterío y la confusión. Éste es el objetivo de los autores: afinar la perspectiva crítica sobre la política democrática con el fin de hacer más viable su transformación.

			 

			 

			España no es diferente

			 

			Pese a la condición universitaria de sus autores, los textos presentados no son ejercicios de estilo y formato académico. Evitan las referencias eruditas y las notas bibliográficas. Pero son producto de una dedicación profesional que les ha permitido acumular conocimiento sobre la evolución de los sistemas políticos. En España y en sociedades con una trayectoria democrática más prolongada. Sin este conocimiento, es muy fácil tropezar con un doble riesgo cuando se enjuicia la realidad española y se pretende definir sus perspectivas de futuro. El primer riesgo es considerar que el caso español es caso único: «España es diferente» y, por consiguiente, «no tiene remedio». El segundo riesgo es consolarse con el «mal de muchos»: si otros participan también de los mismos defectos, es inútil inquietarse y esforzarse por corregirlos. Son las trampas en que incurren con demasiada frecuencia muchas discusiones y tertulias entre habituales de café o «analistas» de estudio radiofónico o plató televisivo.

			El conocimiento del funcionamiento real de la democracia en otros países revela que el análisis de la política —y de la política española en particular— no tiene por qué conducirnos fatalmente al desespero irritado o a la resignación indiferente. Estas reacciones nacen a menudo de la combinación de la ignorancia de algunos datos y de la superficialidad en la consideración de otros.

			 

			 

			Contra la dimisión de los ciudadanos 

			 

			A disminuir este desconocimiento y esta superficialidad se aplican los textos que siguen. Su intención no es la defensa del statu quo porque sus autores ni desconocen los graves déficits del sistema político ni se resignan a admitirlos como inevitables. Es verdad que tampoco disponen de la solución mágica para resolverlos de forma fácil y automática. Porque saben que la buena o mala calidad de la política democrática resulta de una combinación complicada de factores, entre los que cuenta de manera principal el grado de compromiso de los ciudadanos. El compromiso activo del mayor número posible es condición para corregir carencias y avanzar en la construcción de un sistema más satisfactorio. Es condición mucho más efectiva que cualquier fórmula magistral proporcionada por los expertos o que la infrecuente inspiración reformista de algunas elites. El objetivo último de estas notas es contrarrestar la tentación de dimisión que amenaza a muchos ciudadanos cuando se enfrentan a los asuntos públicos que consideran inasequibles a su influencia y resistentes a toda posibilidad de regeneración. 

			Por fortuna, hay quienes vencen aquella tentación y se proponen ser sujetos activos del futuro colectivo. Lo han puesto de manifiesto las acciones ciudadanas descritas como «movimiento de los indignados» o 15-M. El perfil y contenido de sus propuestas, su magnitud y su desarrollo encierran bastantes incógnitas. Pero constituyen un indicio poderoso de que el debate sobre la política democrática en nuestras sociedades adquiere probablemente una nueva dimensión y se plantea en términos diferentes a los tradicionales. Los textos de esta obra forman parte del debate que internet, el 15-M español y el 15-O global han intentado trasladar a espacios más visibles. 

			Los autores son conscientes de que sus aportaciones son discutibles, porque ellos experimentan también las perplejidades que nuestra época suscita cuando se trata de afrontar cuestiones económicas, sociales o políticas. Pese a ello, comparten una doble certeza. Entienden que la dignidad de la persona no permite aceptar retrocesos en el camino difícil de la libertad y de la igualdad. Y a la vez saben que la mejor garantía para que tales retrocesos no se produzcan es el compromiso político de los ciudadanos. A estimular su compromiso bien informado quiere contribuir modestamente este trabajo.

			 

			J. M. V.[1]

			Bellaterra-Barcelona, enero 2012

		

	


	
		
			Críticas y sospechas

			 

			 

			 

			 

			ES fácil construir un catálogo con los reproches que los ciudadanos lanzan más a menudo contra los políticos y contra la política democrática. Un breve catálogo de este estilo se presenta en el apartado que sigue. A cada reproche le corresponde una pregunta y una respuesta. En la respuesta se pretende distinguir lo que aquel reproche tiene de fundado y lo que tiene de discutible, cuando no de injustificado. No se trata, pues, de sumarse sin más a la lapidación continuada que reciben los políticos y su práctica profesional, un castigo provocado a veces por la ignorancia o la parcialidad de quienes la perpetran. Pero tampoco está justificada una apología incondicional de todo lo que ocurre en la escena de la política cotidiana. El propósito de este ejercicio —con todas sus imperfecciones— es que el lector pueda confirmar o revisar su propio punto de vista después de contrastarlo con el de los autores.

		

	


	
		
			Desinterés

			 

			¿Por qué la política se aparta de lo que interesa a los ciudadanos?

			 

			 

			LAS manifestaciones cotidianas de la política suelen estar dominadas por grandes declaraciones de intenciones, promesas generosas, mociones solemnes, titulares llamativos y comentarios contundentes. Para muchos ciudadanos estas expresiones de la política no sólo se alejan de la atención que merece la gestión de los problemas colectivos, sino que contribuye a presentar la política como un mundo en el que predomina el instinto de supervivencia de los políticos, un mundo particular paralelo al mundo de los ciudadanos.

			La citada supervivencia de los políticos parece más ligada a factores personales, aleatorios y contextuales que a la actividad orientada a buscar solución a los problemas sociales. Es una percepción que genera desconfianza hacia la política y los políticos. Para un ciudadano consciente puede ser frustrante no disponer de un balance ordenado sobre la acción gubernamental y verse limitado a condicionar su voto a un conjunto de imágenes superficiales e incompletas. 

			Si es así, habría que aceptar la idea de que en el mundo político la percepción lo es todo. De hecho, se afirma a menudo que la percepción es la realidad y que la lucha política podría resumirse en un intento de moldear dicha realidad sobre la base de la manipulación de tres factores: imágenes, números y, finalmente, discusiones sobre la relación entre cambios sociales y acción de gobierno (Stone). 

			En primer lugar, la política utiliza habitualmente las imágenes para transmitir sistemas de creencias particulares sobre cómo se definen los problemas y sus posibles soluciones. Una imagen muy común es, por ejemplo, la del «equilibrio» que no sólo se asocia al equilibrio institucional entre poderes o al equilibrio financiero de las cuentas públicas, sino también a otras muchas políticas. En el tratamiento de la inmigración se busca también una política «equilibrada». Pero lo que para unos es un programa proporcionado a la demanda laboral, para otros es un «coladero» que reclama un «freno» o una «contención» como si se tratara de un recipiente a punto de desbordarse.

			La metáfora tiene una gran fuerza para expresar grandes finalidades, pero entraña ambigüedad e imprecisión. Cuando se habla en términos de progreso general, pocas veces se discrimina entre «categorías» de personas o entre contextos diferentes. A menudo «partes» de la población en un marco general de progreso no consiguen cambiar de «categoría». Si una mujer de cierta edad, después de un período de diez o quince años de cuidar a sus hijos y familiares, «se resigna» a no trabajar porque cree que otras mujeres más jóvenes están mejor preparadas o porque tiene pocas probabilidades de encontrar un trabajo formal, dicha persona no se sumará a la tasa de paro y es contabilizada como «inactiva» aunque su deseo profundo y su derecho es ser «activa». 

			Este juego del «todo» y de las «partes» —la sinécdoque de la retórica— es habitual en política: se atiende sólo a una parte del problema social mientras las declaraciones públicas o las leyes hacen referencia a la totalidad el problema. Así, una ley celebrada como «un paso adelante» puede ofrecer una imagen de «progreso gradual» cuando en realidad las reformas que supone son poco significativas frente a la amplitud del problema. Pero admitir que muchas políticas sólo pueden tener un impacto marginal en personas, empresas o territorios, es facilitar argumentos de crítica a la oposición y a los medios. Lo cual provoca la tentación de la discreción o del silencio en los responsables de dicha política. 

			En segundo lugar y a diferencia de las imágenes, las estadísticas y los indicadores cuantitativos aportarían precisión, credibilidad y autoridad a las afirmaciones y explicaciones sobre la definición de los problemas, el coste de las intervenciones públicas y el efecto de dichas intervenciones. En principio no hay ambigüedad cuando «se cuentan» las cosas: se crean o no se crean nuevas empresas, existen o no existen beneficiarios en un programa de empleo, se practican o no se practican cesáreas a mujeres embarazadas. Sin embargo, los números no están exentos de problemas. Se dan dificultades para «contar» los conceptos relevantes y omnipresentes en la discusión pública —cohesión social, igualdad de oportunidades, eficacia y eficiencia públicas— y se producen resistencias a admitir dichas «cuentas» por buena parte de las personas que se ven «ante el espejo» e intentan manipular el indicador o medida utilizado para su evaluación. 

			En la práctica, los números pueden contribuir a ofrecer una imagen incompleta o hasta ilusoria. Los ciudadanos no tienen elementos de referencia o comparación para la interpretación de los «grandes números». ¿Cómo saber si la inversión en una gran infraestructura como el tren de alta velocidad es razonable? La respuesta es muy difícil, ante la magnitud de las cifras y su carácter «variable» o «provisional» en función de los datos que se tomen en consideración. 

			Por esta razón, a menudo el debate político se centra en indicadores cuantitativos de actividad y de beneficiarios cuando debería centrarse en las categorías de actividades y beneficiarios. Existen muchos datos estadísticos agregados sobre población activa o paro, pero muchos menos sobre las categorías de ocupados o de desocupados o sobre la relación que tiene la administración con ellos. Es una dificultad planteada en todos los ámbitos sectoriales: los datos sobre grandes organizaciones (sistema universitario, hospitalario, penitenciario, etc.) diluyen la información sobre categorías desagregadas (departamentos universitarios, servicios hospitalarios, centros penitenciarios, etc.). De este modo, el debate político entre gobierno y oposición se convierte en una especie de «juego del trilero» en el que manos habilidosas pasan los números de una parte a otra en función de las conveniencias de los actores. 

			En tercer lugar, la política vincula y desvincula la acción gubernamental con los problemas que captan la atención de la sociedad sin que a menudo sea posible verificar las relaciones propuestas. Basta que exista una correlación simple entre dos hechos —un nuevo plan de la policía y la disminución temporal de los índices de criminalidad— para reclamar el éxito de la política. El caso contrario —nuevo plan y aumento temporal de la criminalidad— obliga o bien a evitar el tema o a recurrir a alguna interpretación alternativa. En la medida que determinar la causa es sinónimo de atribuir responsabilidades, los políticos del gobierno y de la oposición intentan «controlar» las interpretaciones que puedan hacer los ciudadanos. Las direcciones posibles son dos. O bien se registra que las cosas van bien y por tanto se trata de una «historia de progreso», o bien se percibe que las cosas van mal y en este caso se trata de una «historia de control» que evita un mal superior al producido sin la intervención pública. 

			La necesidad de argumentos exculpatorios es más evidente en los casos en que es necesario eludir la responsabilidad (Stone). Así ocurre cuando se invoca la complejidad de un sistema institucional sobre el que nadie puede ejercer un control total. O cuando se alude a una causa accidental de fuerza mayor, desastre natural o mala suerte. O si sugiere la existencia de maniobras conspiratorias para frustrar los resultados proyectados. O incluso cuando se atribuye responsabilidad total o parcial a los mismos perjudicados debido a su falta de capacidad o de colaboración. 

			Esta manipulación de imágenes, números y pretendidas relaciones causales no aporta precisamente claridad al proceso político y a la discusión de las políticas. No contribuyen a superar el bajo interés por la política y las actitudes pasivas y cínicas que predominan entre los ciudadanos. Por ello, expresan su decepción ante los políticos, los partidos y las instituciones, adoptando actitudes y conductas muy alejadas del ciudadano ideal que proponen algunas teorías. Esto no significa que las democracias con niveles bajos de participación y elevados niveles de descrédito de la clase política funcionen mal. Para algunos, las democracias representativas pueden funcionar razonablemente bien con altos niveles de desafección (Pharr-Putnam), siempre que se mantenga el apoyo difuso a la democracia y se disponga cada día de mejores servicios públicos gracias a la colaboración entre los denostados políticos y los, en menor medida pero igualmente criticados, profesionales del ámbito público.

			 

			X. B.
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